	


	
	
	




En relación con la consulta referida a la interpretación de diversos preceptos de la Orden INT/2944/2010, de 10 de noviembre, por la que se determinan las condiciones para la asociación de municipios con la finalidad de prestar servicios de Policía Local, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se manifiesta lo siguiente:


1. La primera cuestión que se plantea es si la creación de una asociación de municipios limítrofes para prestar de forma conjunta servicios de policía local cuando no lo pueden hacer separadamente por insuficiencia de recursos es el objeto de regulación de la citada orden, ante lo cual no cabe sino contestar en sentido afirmativo. Así se recoge en su artículo 1, referido al objeto de la norma, que no viene sino a reproducir el precepto legal que está desarrollando, la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo:


“Artículo 1. Objeto.

Se determinan las condiciones para que dos o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma Comunidad Autónoma y que no dispongan separadamente de recursos suficientes para la prestación de los servicios de policía local, puedan asociarse para la ejecución de las funciones asignadas a las policías locales, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad”

A continuación se expone la duda sobre si es condición necesaria que los ayuntamientos carezcan de cuerpo de policía local o puede formarse la asociación aunque alguno ya cuente con policía local pero al asociarse con otros que no tienen se ampliaría el número de efectivos para que fuese más polivalente y funcional.


El espíritu y el objetivo de la reforma de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, en esta materia ha sido posibilitar que aquellos municipios limítrofes, que separadamente no dispongan de recursos suficientes para la prestación de servicios de policía local, puedan asociarse para la ejecución y prestación de tales servicios.


En este sentido,  sobre la necesidad de preexistencia o no de cuerpos policiales propios en cada uno de los municipios que pretenden asociarse, caben varios supuestos:


a) Que todos los municipios tengan ya constituidos Cuerpos de Policía, aunque los recursos disponibles separadamente por los municipios sean insuficientes para prestar plenamente en su ámbito territorial los servicios que la legislación les atribuye.


b) Que uno o varios de los municipios tengan constituido Cuerpo Policial propio –pero que no puedan separadamente y en sus propios y respectivos territorios prestar adecuada y plenamente sus funciones-, en tanto que otros de los municipios que pretenden asociarse no dispongan, por insuficiencia separada de recursos, de tal Cuerpo municipal de Policía.

c) Y, por último, que ninguno de los municipios cuente con dicho Cuerpo Policial, por insuficiencia particular de recursos para ello.

En función de tal casuística, y en atención al espíritu que llevó a la modificación de la citada Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, parece obvio que debe interpretarse y estimarse que la asociación de municipios puede realizarse en cualquiera de los tres supuestos. Y que la autorización debe concederse siempre y cuando se cumplan  las condiciones que se establecen en la Orden INT/2944/2010, de 10 de noviembre: municipios limítrofes de una misma comunidad autónoma; que no dispongan separadamente de recursos (ya sean para  Capítulos I, II o VI) para la prestación de los servicios que el mencionado texto legal señala para un Cuerpo de Policía Local; y que la suma de las poblaciones de los municipios asociados no supere los 40.000 habitantes.

Por lo demás, será en el convenio de asociación donde –una vez cumplidos todos los requisitos y demás condiciones que se establecen en la citada Orden INT/2944/2010, de 10 de noviembre- deberán fijarse las demás y particulares cuestiones que, de acuerdo con lo que el ordenamiento jurídico establezca al respecto, se refieran al gobierno y administración de tal asociación.

Lo que en ningún caso cabe, ni es posible legalmente, es la creación de Policías supramunicipales. En este sentido, no han variado los criterios esenciales de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, en cuanto a que los Cuerpos de Policía Local “sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo, salvo en situaciones de emergencia y previo requerimiento de las autoridades competentes” (apartado segundo del artículo 52), puesto que la modificación del año 2007 lo único que permite es que municipios pequeños y limítrofes con escasez de recursos, que por sí mismos no podrían crear un Cuerpo de Policía Local, puedan asociarse para la ejecución de las funciones asignadas a dichas policías en la mencionada Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo.

Por ello, también se deja claro en la Orden INT/2944/2010, de 10 de noviembre, que lo previsto en la misma no altera el régimen y competencias de los policías locales de la asociación respecto a lo previsto con carácter general para el resto de Cuerpos de Policía Local, al señalar su artículo 5 que “Los componentes que integren el servicio de policía local constituido por una asociación de municipios, se someterán a los mismos principios básicos de actuación, tendrán el mismo régimen estatutario y asumirán las mismas funciones que las asignadas por el ordenamiento jurídico vigente a las policías locales”.

2. La segunda cuestión que se plantea se refiere al supuesto de dos ayuntamientos concretos, que no disponen de cuerpo de policía propio y cumplen los requisitos del artículo 2 de la Orden INT/2944/2010, de 10 de noviembre, por lo cual se pregunta si pueden constituir una asociación y suscribir el acuerdo de colaboración en base a las previsiones del artículo 3 de la misma, cuestión que también debe responderse afirmativamente, pues lo que se exige para ello es cumplir los requisitos del mencionado artículo 2, en concreto: 

- ser municipios limítrofes y pertenecientes a una misma comunidad autónoma.

- no disponer separadamente de recursos suficientes para la prestación de servicios de policía local.

- no superar la cifra de 40.000 habitantes la suma de las poblaciones de los municipios asociados.
3. La tercera pregunta se refiere a la autoridad competente para conceder la autorización previa prevista en el artículo 4 de la reiterada orden ministerial, en cuanto a si es la comunidad autónoma o por el contrario corresponde a la Secretaría de Estado de Seguridad al no tener asumidas en el Estatuto de Autonomía de Galicia las competencias en materia de protección de las personas y bienes y mantenimiento del orden público. 

De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 de la disposición final primera de la Orden INT/2944/2010, de 10 de noviembre, “Corresponderá autorizar el acuerdo de colaboración previsto en esta Orden a las Comunidades Autónomas que hayan asumido en sus Estatutos de Autonomía competencias para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento del orden público”. Al no darse esta circunstancia en la Comunidad Autónoma de Galicia, será la citada Secretaría de Estado la competente para otorgar la autorización del acuerdo de colaboración con carácter previo a su suscripción.
4. Finalmente, se plantea que si se disuelve la asociación, por los motivos que sean, en qué situación quedarían los funcionarios de policía local, toda vez que no podrían seguir desempeñando sus funciones.

Efectivamente, la asociación puede tener una vigencia temporal, puesto que el artículo 7 de la reiterada orden ministerial prevé que “La asociación de los municipios para los fines previstos en esta Orden podrá tener una vigencia indefinida o un carácter temporal o estacional, pero, en cualquier caso, les será de aplicación todo lo dispuesto en la misma”. Y el artículo 8.2 contempla los requisitos en caso de disolución, al establecer que la disolución de la asociación, ya sea por voluntad de las partes o por el transcurso de la vigencia temporal prevista en el acuerdo de colaboración, deberá comunicarse a la Secretaría de Estado de Seguridad o, en su caso, a la autoridad autonómica competente.

Así pues, en cualquiera de los supuestos de disolución habrá que estar a lo que disponga el convenio que regula la asociación pero lo que está claro es que se dejarán de prestar los servicios de policía local que motivaron la creación de aquélla, quedando los funcionarios afectados a disposición de la autoridad municipal competente.
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